














Mandamiento de pago 2021-00181 
MARÍA GABRIELA MACÍAS SÁNCHEZ 

 

CONSTANCIA SECRETARIAL. 03 de agosto de dos mil veintiuno. Señor Juez, le 
informo que,  el apoderado de la parte demandante subsano los requisitos el  
13 de julio de 2021. Así las cosas, paso las presentes diligencias a Despacho, 
para los fines que estime pertinentes. 

SEBASTIAN JIMENEZ RUIZ 
Secretario 

 JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD 
Bello, Ant., agosto tres de dos mil veintiuno  

 
RADICADO             050883103001-2021-00181-00  
PROCESO EJECUTIVO SINGULAR 
DEMANDANTE MARÍA GABRIELA MACÍAS SÁNCHEZ, c.c. 43.437.105 
DEMANDADOS DEIBY MAICOL VALENCIA RIVERA  c.c. 71.085.977  

VERÓNICA PÉREZ MOLINA, c.c. 1.038.124.391 
ASUNTO LIBRA MANDAMIENTO DE PAGO 
AUTO     INTERLOCUTORIO No.  

 
Subsanados como se encuentran los 

requisitos exigidos en auto del pasado 06 de julio de 2021, y por cuanto la 
presente demanda EJECUTIVA SINGULAR DE MAYOR CUANTÍA que 
antecede se ajusta a los presupuestos procésales de los artículos 17, 18, 25, 26 
y 422 del Código General del Proceso, y como el título aportado (facturas), 
presta mérito ejecutivo; EL JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
BELLO, ANT.,  

 
RESUELVE:  
 

PRIMERO: Librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva de mayor cuantía 
en favor de MARÍA GABRIELA MACÍAS SÁNCHEZ, c.c. 43.437.105, y en 
contra de DEIBY MAICOL VALENCIA RIVERA  c.c. 71.085.977  
VERÓNICA PÉREZ MOLINA, c.c. 1.038.124.391, por las siguientes sumas: 

 

Capital titulo  
Intereses 
de mora 
desde 

Tasa Interés desde 
el vencimiento 

$200.000.000.000.oo  Pagare 01 01/05/2020 

Máxima legal fijada 
para este tipo de 
intereses por la 
Superintendencia 
Financiera 

$100.000.000,oo Pagare 02  26/06/2020 

Máxima legal fijada 
para este tipo de 
intereses por la 
Superintendencia 
Financiera 

$300.000.000.000,oo   
 





CONSTANCIA: Bello, Ant., 04 de agosto de 2021; Le informo señor Juez, 
que el presente proceso se encuentra pendiente de resolver algunas 
solicitudes allegadas por las partes, sin embargo, le informo que, en el 
presente caso, se encuentra configurado una causal del falta de 
Jurisdicción y competencia. A Despacho. 
__________________ 
Secretario  

 
JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD 

Bello, Ant., ocho de julio de dos veintiuno   
 

RADICADO 2021-00182-00 
ASUNTO: ORDENA REMISION  

 
I.  ANTECEDENTES 

 
     Toda vez que la acción de grupo presentada 
cumplía cabalmente con los requisitos señalados en la Ley 472 de 1998, el 
Juzgado por auto del día 29 de julio de 2021 procedió a admitir dicha 
acción constitucional. 
      Igualmente, por auto del 29 de junio de 2021 y 
ya que las medidas cautelares solicitadas por la parte demandante 
estaban ajustadas a derecho conforme lo autoriza tanto la Ley 472 de 
1998 como la Ley 1564 de 2012, se decretaron las mismas a lo cual es 
preciso advertir que el perjuicio o daño alegado en el escrito de demanda, 
es un hecho notorio para toda la comunidad Bellanita, razón por la cual 
existe apariencia de buen derecho que motiva la práctica de la cautela. 
 
      Posteriormente, por auto del día 08 de julio de 
2021, se ordenó la vinculación a la presente acción de MUNICIPIO DE 
BELLO, AREA METROPOLITANA, HTA, HHA, EPM Y AGUAS NACIONALES, 
pues estas se encuentran integradas al contrato estatal por medio del cual 
se desarrolló el proyecto que originó la pretensión indemnizatoria 
contenida en la acción de grupo. 
 
      Fue así, que a solicitud de la parte demandante 
por auto del día 22 de julio de 2021 se decretaron medidas cautelares en 
disfavor de MUNICIPIO DE MEDELLIN, AREA METROPOLITANA, HTA, 
HHA, Y AGUAS NACIONALES, providencia que fue aclarada por auto de la 
misma fecha en el sentido de indicar que era el Municipio de Bello quien 
se integraba a Litis y no el municipio de Medellín como erróneamente se 
indicó, además de incluir en la medida cautelar a EPM. 
 
      Una vez decretadas las medidas y conforme lo 
ordena el artículo 588 del C.G.P y como así lo autoriza el Decreto 806 de 
2020, se remitió oficios de embargo a las diferentes entidades que debían 
tomar nota del embargo decretado por el Juzgado, mismo que se itera es 



procedente por tratarse de hechos notorios y existir apariencia de buen 
derecho en la pretensión, dado no solo la prueba documental aportada 
sino también por lo indicado en los diferentes medios de comunicación 
nacionales. Al respecto es útil advertir que, si bien existió un error de 
digitación y/o aritmético en los oficios de embargo respecto al límite de 
cautela, dicha situación fue aclarada a través de oficio remitido de manera 
inmediata a las entidades respectivas, esto es en un intervalo que no 
supero las 8 horas hábiles laborales judiciales. Sin que se pueda concluir 
de tal anomalía, dolo, mala fe, u otra circunstancia gravosa del personal 
tanto de los empleados del Juzgado como del suscrito Juez, por el 
contrario, fueron estos mismos quienes detectaron el yerro omitido. 
 
      Luego EPM, a través de su apoderado solicita se 
declare la falta de competencia del Juzgado para que este asunto 
continúe siendo conocido por la Jurisdicción de lo contencioso 
administrado.  
       II. CONSIDERACIONES: 
 
      Pesa a que este despacho asumió el 
conocimiento del presente asunto, nada obsta o impide al Juzgado, 
ordenar la remisión del proceso a la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, para que allí se continúe el trámite respectivo, por cuanto 
como ya se explicó en el acápite de antecedentes controversia planteada 
por la parte actora devienen de unas obligaciones contractuales que no 
son consecuencia de un contrato de naturaleza estatal. 
 
      Sobre la competencia de la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo. El artículo 104 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, señala 
que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para 
conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes 
especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los 
que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando 
ejerzan función administrativa. Por su parte el artículo 50 de la ley 472 de 
1998, señala que la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo conocerá 
de los procesos que se susciten con ocasión del ejercicio de las acciones 
de grupo originadas en la actividad de las entidades públicas y de las 
personas privadas que desempeñen funciones administrativas. Ahora 
bien, Según el artículo 2 de la Ley 80 de 1993, son entidades públicas “la 
Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y 
los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de 
municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos 
públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las 
sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación 
superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades 
descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que 



exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la 
denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles”. 
 
      Caso concreto. De conformidad con lo anterior, 
y teniendo en cuenta que se trata de acción de grupo, que si bien en sus 
comienzos no se encontraba dirigida contra entidades públicas, no menos 
cierto es que por auto del 08 de julio de 2021 se dispuso la vinculación 
del MUNICIPIO DE BELLO, AREA METROPOLITANA, HTA, HHA, EPM Y 
AGUAS NACIONALES, ello, por una razón apenas lógica, y es que los 
hechos que motivaron la presente acción constitucional devienen de 
contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estan involucradas las entidades públicas antes 
citadas; razón por la que  la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
es la competente para continuar el conocimiento del presente asunto, 
pues dentro de los citados por pasiva se encuentra unos entes estatales.  
 
      En ese contexto, para el asunto en cuestión, se 
puede avizorar la aplicabilidad de un criterio orgánico, que hace referencia 
a que: “La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida 
para juzgar las controversias y litigios administrativos originados en la 
actividad de la entidades públicas” (resalto intencional), por lo que el 
hecho de existir una persona de derecho privado en el litigio propuesto no 
abre la posibilidad de que este juzgado siga el conocimiento del presente 
asunto, por cuanto, como bien se ha explicitado, a la Litis fue vinculada 
entidades estatales, pudiéndose aplicar para el presente caso lo que el 
Consejo de Estado ha denominado como factor de conexión y atracción. 
 
      Sobre el particular, la Alta Corte de lo 
Contencioso Administrativo ha manifestado que: “… un buen ejemplo del 
factor de conexión en la jurisdicción contenciosa administrativa es el 
llamado fuero de atracción. En virtud de dicha figura, al demandarse de 
forma concurrente a una entidad estatal, cuyo conocimiento 
corresponde a esa jurisdicción y a otra entidad, en un caso en el 
que la competencia corresponde a la jurisdicción ordinaria, el 
proceso debe adelantarse ante la primera, la cual tiene 
competencia, entonces para fallar acerca de la responsabilidad 
de las dos demandadas…”1 (resalto intencional) 
 
      Así las cosas, considerando que la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo, es la competente para continuar el 

 
1 Sentencia del 5 de diciembre de 2005; exp. 14.731; Consejo de Estado. Igualmente, en sentencia del 11 

de noviembre de 2009, radicado 19001212331000199607003-01 (17.380), el Consejo de Estado expuso 

que: “La demanda formulada en forma concurrente contra una entidad estatal, cuyo conocimiento 

corresponde a la jurisdicción contenciosa administrativa y contra un sujeto cuyo juzgamiento corresponde 

a la jurisdicción ordinaria, debe adelantarse en un proceso surtido ante la primera, que adquiere 

competencia para definir la responsabilidad de las demandadas. A este respecto pueden consultarse las 

sentencias del 4 de febrero de 1.993, exp. 7.506; 25 de marzo de 1993, exp. 7.476; 12 de septiembre 1997, 

exp. 11.224; 30 de abril 1997, exp.12.967 y de 14 de julio de 2005, exp. 15.462”. 





 

 

CONSTANCIA SECRETARIAL. Cuatro de agosto de dos mil veintiuno. Señor 
Juez, le informo que, el día 21 de julio de 2021 a las 3:57 P.M., a través del 
correo institucional del Despacho, se allegó memorial presentado por la 
parte demandante en el cual pretende subsanar la demanda. Así las cosas, 
paso las presentes diligencias a Despacho para lo que estime pertinente. 
 
 
SEBASTIÁN JIMÉNEZ RUIZ 
Secretario 
 
 

 
 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

Rama Judicial 
JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD  

BELLO, ANTIOQUIA 
 

Cuatro de agosto de dos mil veintiuno 
 
 AUTO INTERLOCUTORIO  
 RADICADO N°   2021-00198-00 
 
 Subsanada la demanda en debida forma y 
toda vez que la misma se encuentra ajustada a lineamientos jurídicos 
establecidos en el artículo 384 del Código General del Proceso; y demás 
normas concordantes, El Juzgado,  
 
 RESUELVE: 
 
 PRIMERO. Admitir la demanda instaurada 
por BANCOLOMBIA S.A., contra FREDY ALEXANDER RODRÍGUEZ ZAPATA, 
ALEJANDRA PATRICIA GARCÉS LÓPEZ, la cual se encuentra orientada a 
obtener la restitución del bien que da cuenta la demanda. (Artículo 90 del 
Código General del Proceso). 
 
 SEGUNDO. En consecuencia, impártase a 
la demanda antes anotada el trámite del Proceso Verbal contemplado en el 
artículo 368 y siguientes del Código General del Proceso. 
 
 TERCERO. Notifíquese la presente 
providencia a la demandada, haciéndosele saber que dispone de un término 
no mayor a veinte (20) días contados a partir de su intimación, para 
contestar la acción incoada en su contra, para lo cual se le hará entrega de 
las copias a las que hubiere lugar.  
 



Daniel
Texto tecleado
063

Daniel
Texto tecleado
06-08-2021
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